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ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 678 

AUTO SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	2:00 p.m.

	Imputado: 
	José Omar Astudillo Gutiérrez.

	Cédula de Ciudadanía No:
	14’231.144 de Ibagué (Tolima)

	Delito:
	Homicidio, Secuestro, Rebelión.

	Ofendido:
	Liliana Gaviria Trujillo y José Fernando Vélez Rengifo.

	Procedencia:
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el Defensor Público, contra la sentencia condenatoria de fecha Octubre dos (2) de dos mil seis.


Se pronuncia la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día veintisiete (27) de abril del año que transcurre, a eso de las 7:45 p.m., en el momento en que la señora LILIANA GAVIRIA TRUJILLO ingresaba a su residencia ubicada en el “Condominio Gaviria” al borde de la vía “La Badea” del vecino Municipio de Dosquebradas (Rda.), en compañía de su conductor-escolta Ag. JOSÉ FERNANDO VÉLEZ RENGIFO, fueron sorprendidos por un grupo de individuos que se desplazaban en un vehículo Mazda, color rojo, de placas VLJ-928, quienes dispararon en repetidas ocasiones contra el escolta ocasionando de inmediato su deceso, en tanto, obligaron a la señora GAVIRIA TRUJILLO a subirse en el mencionado vehículo y emprendieron la fuga. Poco después, el automotor fue hallado en la vía “Pedregales”, sector del Parque Industrial, barrio Llano Grande del citado Municipio, a un lado del cuerpo sin vida de la señora LILIANA GAVIRIA.  
A consecuencia de la labor investigativa por parte de los organismos de Policía Judicial del Estado, se obtuvo la identificación de varias personas como presuntos partícipes en estos acontecimientos, entre ellos el aquí acusado. 

1.2.- La Fiscalía le imputó, sin recibir a cambio una aceptación total o parcial por parte del indiciado, los siguientes cargos que finalmente fueron sustento de la formal acusación: Homicidio Agravado (arts. 103 y 104 en sus numerales 2 –para preparar otra conducta punible, en nuestro caso el secuestro-, 7 –colocando a la víctima en situación de indefensión-, y 10 -por ser una de las víctimas servidor público- del Código Penal). Secuestro Extorsivo (arts. 169 y 170 numeral 10 del Código Penal, por llevarse a cabo con fines políticos, teniendo en cuenta su parentesco con el presidente César Gaviria Trujillo. Comportamiento agravado de conformidad con el numeral 10 del artículo 170 ibidem, por haberse producido la muerte de la víctima con ocasión del secuestro). Y, finalmente, la Rebelión (art. 467 Código Penal, por cuanto el aquí acusado pertenecía a un grupo alzado en armas, concretamente las denominadas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia -Farc-).
1.3.- El trámite se surtió por el rito del proceso ordinario, razón por la cual se dio lugar al juicio oral a cuyo término el señor Juez de la causa anunció un fallo de condena, el cual sustentó en los siguientes términos:

- Está debidamente probada la muerte violenta del agente de policía JOSÉ FERNANDO VÉLEZ RENGIFO que cumplía la función de guarda-espaldas de la señora LILIANA GAVIRIA, lo mismo que el deceso en iguales condiciones de ésta, razón por la cual, no hay duda de la existencia del plural HOMICIDIO AGRAVADO.
- Está comprobada la intención de secuestrar a LILIANA GAVIRIA: (i) porque si el deseo inicial fuese matarla, la habrían dejada en el lugar de los hechos como lo hicieron con el agente; (ii) porque ONAIRA, la subversiva, escuchó que esa era la intención principal, y (iii) porque “no se prepara una caleta con pipetas de oxígeno incluidas, para transportar un cadáver.

- Está comprobado que los que planearon este delito son integrantes de la falange Teófilo Forero de las FARC, grupo revolucionario incurso en delito de Rebelión. El compromiso de ASTUDILLO con este grupo surge de: (i) se alojó en la misma casa con ellos, desde donde realizaron labores de inteligencia; (ii) se trata de un grupo implacable que no va a permitir el acceso de una persona extraña a la ilicitud, si permitieron su entrada es porque necesariamente hacía parte de ese grupo; (iii) el hecho a realizar era de connotación Nacional, luego entonces, sólo una persona inmersa en la organización sería admitida; (iv) ser el propietario del camión donde llevarían a la secuestrada, y presentarse en el parqueadero en compañía de NORBEY también perteneciente al grupo, para armar “la caleta”; y (v) el interés de tergiversar la verdad haciendo entrega de un contrato falso, con la firma de una persona que se sabe perteneciente a la citada columna (Armando Hermosa Tovar).
- Mediante el testimonio de la menor DANIELA SÁNCHEZ, se demostró que en el mes de marzo de 2006 los bajos de su casa fueron alquilados a unos sujetos a quienes conoció como: TITO, RUBÉN, JUAN CARLOS y BEATRIZ, y con el primero de los cuales sostuvo una relación sentimental. A esa residencia llegaban los sujetos “GAFAS” y “PINZA” (persona que fue señalada en la audiencia y que corresponde al aquí acusado ASTUDILLO). El contrato lo suscribe JAVIER RENDÓN, ya condenado por este crimen.
- Por medio del testimonio de ONAIRA JAZMÍN COMETA, guerrillera perteneciente a la columna Teófilo Forero, se demuestra que el secuestro lo ejecutó este grupo, a uno de cuyos miembros, conocido como FERCHO, le escuchó decir: “la embarramos”, porque tenían que secuestrarla, no matarla. Igualmente, que los secuestros que ellos realizan siempre tienen una finalidad política o económica.
- Según labores de vecindario realizadas por el suboficial de la policía FREDY ALONSO QUEVEDO, se supo de la existencia de un vehículo que habría de ser utilizado para extraer a LILIANA GAVIRIA en una caleta. Automotor del cual se obtuvo el certificado de tradición, en donde aparecía como titular del derecho real de dominio, JOSÉ OMAR ASTUDILLO.
- Tacha de falso el contrato de compra venta que presentó ASTUDILLO a las autoridades para demostrar una presunta venta del camión el día 11 de enero de 2006, a un sujeto de nombre RUBÉN ZAPATA ÁLVAREZ; documento que respaldó con una letra de cambio. Para ello sostiene que: (i) en la letra queda ASTUDILLO como debiéndole al comprador; (ii) las cédulas del comprador, en ambos documentos, son distintas; (iii) son inexistentes las direcciones del comprador; (iv) entre los documentos se encontraron datos del tramitador de ese documento, JOSÉ ENRIQUE CHAVARRIAGA, de cuya versión se supo que la tinta utilizada en el huellero a partir de los meses de febrero o marzo es negra, pues antes la utilizaba combinada entre azul y negra; con lo cual, mediante dictamen técnico se estableció que el contrato no fue elaborado por el mes de enero como lo indicó el aquí acusado, sino en forma posterior, no sólo por el color de la tinta, sino porque además el documento de compraventa presentado aparece con fecha enero once, en tanto los consecutivos tiene fechas entre abril 18 y 19 de 2006; (vi) se probó, mediante cotejo dactilar, que la huella impresa en el contrato como perteneciente al comprador, no corresponde realmente a RUBÉN ZAPATA, sino a ARMANDO HERMOSA, inquilino de la casa ya referida.
- Con fundamento en el testimonio de JOSÉ GREGORIO GONZÁLEZ, administrador de la finca “Paragüita” en Santa Rosa, se demuestra la presencia del vehículo rojo en su casa, lo mismo que la del camión que llevó a guardar NORBEY GARCÍA junto con “unas latas”. Igualmente, que entre éste, una mujer y dos hombres, organizaron un cajón dentro del Turbo. Entre esos sujetos estaba ASTUDILLO, persona ésta que finalmente “se llevó el camión”.
- Investigadores del CTI, lograron demostrar que con esos elementos hallados se podía armar perfectamente una caleta dentro de la cual introducir a una persona de manera subrepticia.
- El investigador JUAN CARLOS ECHEVERRY, pudo comprobar que ASTUDILLO en el mes de mayo, o sea, el mes siguientes al del hecho investigado, diligenció la compra de un vehículo y ofreció a cambio un camión de iguales características a las del aquí involucrado.

- Da total credibilidad a los testigos de cargo, por cuanto aisladamente considerados ameritan plena confianza al exponer en forma espontánea, natural y sincera. Destacó que: ONAIRA no es cualquier aparecida, es una persona con buena trayectoria dentro de la organización criminal; GREGORIO, soporta su historia con el cajón funerario; DANIELA, habita la segunda planta de la casa aquí utilizada y estaba estratégicamente ubicada; el documentador ENRIQUE ECHAVARRIAGA, ofreció detalles los cuales ignoraba su potencial acusador.

- Rechaza la exposición defensiva que resta crédito a la testigo DANIELA por “estar protegida”, por cuanto a los testigos se les protege cuando están en peligro de muerte. El sistema penal se sustenta en esta clase de testigos, pues de lo contrario no estarían en condiciones de hablar.

2.- El Debate

Las intervenciones en segunda instancia fueron del siguiente tenor:

2.1.- Defensor
- El único que no ha aceptado responsabilidad en este asunto es ASTUDILLO, la razón para ello: que es inocente.
- Las conclusiones del fallo parten de premisas equivocadas y son por lo tanto injustas. 
- El actual sistema acusatorio no brinda justicia por ser premial y por dar lugar a la incertidumbre sobre la verdad.
- El desfile de expertos en este juicio y la fuerza logística que demostró el Estado para este caso fue impresionante e inversamente proporcional a lo que observa en muchos episodios de similar gravedad pero de segunda o tercera categoría. No obstante, al fin nada se demostró que pudiera comprometer a su representado, dado que en últimas el Juez sólo tomó en consideración tres testimonios: el de una guerrillera reinsertada de las FARC, ONAIRA COMETA; el de GREGORIO GONZÁLEZ, y el de ENRIQUE ECHAVARRIAGA. Todo lo demás es desechable para el fallador, incluso impertinente o confuso, como fue la intervención de un perito contable que “se enredó”.
- En cuanto a ONAIRA JAZMÍN COMETA, de quien afirma es una testigo de oídas, expresó que un cabecilla de las FARC designó a unos sujetos para que fueran a cometer este hecho, pero en ningún momento citó a ASTUDILLO, es más, fue clara en responder que no era uno de los mencionados por el citado cabecilla para ejecutar el crimen; luego entonces, no entiende la razón para que se tenga como integrante de ese colectivo, cuando nadie más lo menciona. Es más, ni siquiera el hecho de ser propietario del camión lo vincula, puesto que ese automotor ya lo había vendido, aunque como es costumbre no hizo el traspaso y de allí su vinculación. De su parte probó la actividad a la que se dedica su representado y eso no ha sido desvirtuado por la Fiscalía.
- El susodicho contrato se perfeccionó en casa de un tinterillo que llevaba un archivo mal ordenado, razón por la cual de allí no se puede precisar nada cierto.
- Tampoco el simple hecho de haber realizado ese contrato con ARMANDO HERMOSA TOVAR, otro de los implicados, es prueba de que estaba involucrado en el ilícito y que pertenecía a las FARC.

- No pudo ser ASTUDILLO coautor de esta conducta, puesto que precisamente para esa fecha su esposa cumplía años y además estaba gravemente enferma, dos razones importantes para estar a su lado. 

- Es verdad que DANIELA SÁNCHEZ, una niña que habitaba la segunda planta de la casa alquilada en Dosquebradas, dice haberlo visto en ese lugar, pero la realidad es que él no se alojó allí, se trata de una suposición del fallador. Tampoco es verdad que haya sido visto merodeando el Condominio de la familia Gaviria, no existen pruebas a ese respecto. De todas formas, ese testimonio de DANIELA no es creíble pues se trata de una testigo protegida y por lo mismo tiene interés en mentir.
- No obstante lo dicho, solicita del Tribunal un estudio de fondo para que se concluya si los cargos que le fueron atribuidos a su cliente no debieron ser como coautor impropio sino como cómplice. Así lo afirma porque está convencido que si ASTUDILLO participó lo hizo en un hecho ajeno y no propio. Para poderse hablar de la Teoría del Dominio del hecho, es necesario probar el mutuo acuerdo y la participación en un plan previamente diseñado, esto es, que existe una responsabilidad in solium. Se pregunta: ¿cuál es el nexo vinculante?, ¿dónde está ese plan o convenio?, ¿cómo se probó esa relación con esas otras personas comprometidas y que llegaron del Huila?, ¿dónde está la tarea específica que le correspondía cumplir en la división de trabajo? En síntesis, el vender un camión “no da para tanto, tal vez para una complicidad”.
- Si la Fiscalía no presentó una relación de las llamadas interceptadas, es porque no probaban nada, esto es, ningún nexo entre ellos se pudo demostrar. 
- En cuanto al tema de la punibilidad, solicita del Tribunal aplicarle a su defendido la misma motivación que tuvo esta Corporación para reducir la pena a otro de los procesados ya condenados, concretamente a RIAÑO AGUIAR, por cuanto se había violado el principio de non bis in idem. Además, se tenga en cuenta que al momento de tasar el concurso lo que se hizo fue una suma aritmética puesto que las penas de los restantes punibles fueron demasiado altas. Se le impuso la pena más alta establecida en Colombia, lo cual es injusto por cuanto es persona sin antecedentes judiciales y el asunto no ameritaba una sanción de esa índole en atención “a las circunstancias en que actuó”.
- Concluye su intervención asegurando que aquí primó un interés político y no el esclarecimiento de la verdad como en derecho corresponde.
2.2.- Procesado

Se le concedió el uso de la palabra al acusado, quien en uso de ella expresó: 1.- Es la primera vez que lo dejan hablar; 2.- Sólo tiene un testigo “a contra”: Gregorio González, quien dijo que él fue al día siguiente de los hechos a llevarse el carro; pero eso no fue así, porque quien se lo llevó fue GERARDO RIAÑO. Seguramente eso lo dijo porque para ese momento a éste no lo habían capturado, pero a partir de allí se supo que había sido RIAÑO el conductor; 3. No quiso acogerse a cargos porque es inocente; 4. No es un guerrillero, ni es un homicida, ni es un secuestrador, simplemente se dedica al transporte de carga.
2.3.- Fiscal
- La defensa pide la verdad, pero no habla con la verdad.
- Cita jurisprudencia del 26 de Noviembre de 2003, Radicación 2.018 en apoyo de su teoría en cuanto a que lo aquí acontecido sí fue una coautoría impropia y no una complicidad, por haber ocurrido el codominio funcional del hecho.
- Menciona todas las estipulaciones a las cuales llegaron Fiscalía y Defensa, para sostener que entre ellas están dos datos de suma trascendencia: (i) que ASTUDILLO aún sigue siendo propietario inscrito de ese rodante; (ii) que mediante registro civil de nacimiento se demuestra que la esposa de éste nació el 20 de abril de 1958, no el 27 de abril como para decir que estaba cumpliendo años el mismo día de este insuceso; y (iii) que en los documentos entregados por ASTUDILLO obraban datos que dieron a conocer que éste acudió a un concesionario en Cali para adquirir un nuevo vehículo de características similares al aquí involucrado, y ofreció a cambio el que es objeto de investigación; es decir, que aún seguía ejerciendo dominio sobre el mismo y era falso que lo hubiese traspasado a otro. Todos estos datos los ha callado la defensa porque no le convienen.
- La investigación de la Fiscalía partió de un detalle bien insignificante, no otro que el hecho de advertir los investigadores en la carpeta que entregó el propio comprometido, la dirección de CHAVARRIAGA, persona ésta que fue contactada y conservaba las carpetas en donde archivaba los contratos, de donde se pudo extractar que el contrato al que hacía referencia el acusado no fue elaborado en el mes de enero de 2006, sino en el mes de abril; ello, no sólo por el consecutivo que llevaba, sino por el color de la tinta utilizada para imprimir las huellas. En conclusión: ASTUDILLO había mentido y él mismo fue la persona que ingenuamente entregó a los investigadores la pieza clave para descubrirlo. La defensa ha omitido hablar en su intervención del perito documentólogo que colaboró para toda esta averiguación, porque tampoco le conviene.
- Es falso que el perito contable se hubiera “enredado”. Probó que ASTUDILLO mentía, pues éste se hizo pasar como una persona pobre, que estaba requiriendo una plata para operar a la esposa que tenía enfermedad terminal, cuando la realidad es que era una persona solvente. Por demás, se pudo establecer que la esposa tampoco padecía una enfermedad grave, simplemente poseía un mioma en grado de inflamación pero nada más; incluso, la Fiscalía allegó prueba en el sentido que dentro del Hospital en donde era atendida la esposa de ASTUDILLO, no conocían a éste, es decir, no se había aparecido por allí en la fecha de estos hechos.
- ONAIRA JAZMÍN COMETA, no es cualquier testigo, es nada menos que una integrante de la Teófilo Forero con un alto nivel de confianza por parte del Comandante de esa columna guerrillera, quien por ese motivo se enteró de los pormenores de este caso y ofreció el nombre de las personas que se desplazaron por orden de ese Comandante a cometer el delito. Es totalmente cierto que ella no mencionó a ASTUDILLO como uno de los emisarios; sin embargo, ella misma aclaró que existen militantes urbanos (los utilizados en actividades logísticas, tales como conseguir los inmuebles en los lugares donde se desplazan) y militantes activos (los que andan armados). Por eso no conocía a ASTUDILLO, porque en realidad ella no conocía a todos los milicianos urbanos que le colaboraban a las FARC.
- Con el testimonio de DANIELA se demuestra que ASTUDILLO compartía con esos otros integrantes de la FARC en la casa que alquilaron en Dosquebradas (a nombre de JAVIER RENDÓN -ya también condenado- quien se hizo pasar como JULIO FLÓREZ). Versión creíble toda vez que ella fue novia de uno de ellos (apodado “Tito”) y tenía claro que ASTUDILLO era uno de ellos y le apodaban “pinza”, por eso pudo señalarlo dentro del juicio.
- Uno de esos sujetos, era nada más y nada menos, que el citado HERMOSA con el cual ASTUDILLO suscribió el falso contrato de venta del camión.

- GREGORIO GONZÁLEZ, administrador del parqueadero, dio fe que allí llegó NORBEY GARCÍA -su cuñado- (ya condenado) para que le dejara tener allí el vehículo. Posteriormente se hizo presente ASTUDILLO con otras cuatro personas en un carro rojo con el fin de armar la caleta (vehículo éste que después se supo fue adquirido también por JAVIER RENDÓN y que  fue utilizado para secuestrar a Liliana y allí le dieron muerte).

- Deja en claro que si ASTUDILLO no aceptó cargos desde un primer momento, fue porque nunca pensó que la Fiscalía había logrado descubrir todo lo que descubrió. Sencillamente pensó ingenuamente que iba a salir bien librado de esto por falta de pruebas, pues ignoraba que él mismo hizo entrega de una carpeta con datos importantísimos que finalmente permitieron a los investigadores descubrir toda esta trama.
- Le aclara a la defensa, que no es cierto que HERMOSA TOVAR ya haya sido condenado, pues en este momento apenas se encuentra acusado en condiciones de reo ausente.
- Criticó la tacha que hizo la defensa a los testigos, porque ante un hecho de esta magnitud, sería absurdo que los testigos permanecieran desprotegidos.
- Los testigos traídos por la Fiscalía, esposa e hijastra, no probaron que ASTUDILLO estuviera en Cali para esa fecha; en cambio, la Fiscalía si probó que estuvo en Pereira.
- Ellos sí preparaban algo, de lo contrario, no hubieran hecho un contrato falso para engañar a la Justicia.
- Finalmente, en cuanto a la dosificación punitiva, solicita del Tribunal negar la reducción con fundamento en la violación al non bis in idem, porque a su entender el delito de Secuestro Extorsivo Agravado y el Homicidio son figuras autónomas que concurren pues no se trata de un concurso aparente sino real. Esa circunstancias de agravación del secuestro por la muerte de la víctima, es un arma eficaz contra este flagelo y no existe orden legal de exclusión por violación de garantías. Estima que la pena de 60 años se justificaba en este caso.
2.4.- Procurador
El Ministerio Público compartió en toda su extensión lo sostenido por la Fiscalía, aunque hizo énfasis en los siguientes puntos: (i) la defensa no sustenta convenientemente lo referido a la simple complicidad de su cliente; (ii) la judicatura no se puede abstraer de la realidad social y política del país, eso es inevitable; motivo por el cual, es absurdo que no se consideren los efectos políticos del delito cometido contra la hermana de quien fuera Presidente de la República, precisamente por esa condición. El contexto político que se vivía en el momento indica que lo deseado era lograr un intercambio humanitario, tal y como se quiso hacer en su momento con el secuestro del hermano. Y lo anterior surge independiente de lo sostenido por ONAIRA JAZMÍN; (iii) la coautoría impropia no se desprende de la simple venta de un vehículo, sino más bien de la relación demostrada entre ASTUDILLO con varios integrantes de las FARC, entre ellos RIAÑO AGUIAR (conductor), NORBEY (cuñado de GREGORIO administrador del parqueadero) y JAVIER RENDÓN (quien arrendó el inmueble). Incluso, llegándose a demostrar según el testimonio de DANIELA, que ASTUDILLO se hizo pasar por tío de HERMOSA. La coautoría radicó por tanto en: prestar el camión, armar y desmontar la caleta, y finalmente, llevarse el camión cuando el hecho fracasó. Esto es, algo muy superior a la simple venta de un camión (simple coartada); (iv) asegura que no importa que ONAIRA JAZMÍN no haya mencionado a ASTUDILLO, pues tampoco mencionó a RIAÑO, ni a RENDÓN, ni a NORBEY GARCÍA; sin embargo, todos estos ya admitieron su responsabilidad y fueron condenados; (v) aclara que la Rebelión no es sólo para los que manejan armas, sino también para los simpatizantes y auxiliadores que facilitan elementos logísticos que llevan implícita igual finalidad de derrocamiento; (vi) respeta pero no comparte la decisión del Tribunal en el caso de RIAÑO, en cuanto al planteamiento de un descuento punitivo por haberse presentado violación del non bis in idem.
3.- La Decisión

Observa el Tribunal, que los términos en los cuales se ha presentado la petición de absolución por parte de la Defensa ante esta segunda instancia, no controvierten los pilares esenciales de esta investigación, esto es, aquellos aspectos materiales de las infracciones que fueron objeto de acusación y que en criterio de esta Corporación están soportados por prueba contundente, son ellos:
1.- Que efectivamente miembros de la Columna Teófilo Forero de la FARC, programaron el secuestro de la señora LILIANA GAVIRIA TRUJILLO en esta región del país con fines políticos, en consideración a su parentesco de consanguinidad con quien fuera Presidente de la República Dr. César Gaviria Trujillo, Ex Secretario de la OEA y Director del Partido Liberal Colombiano.
2.- Que para lograrlo, se desplazaron al vecino Municipio de Dosquebradas (Rda) en donde tenía su vivienda la señora LILIANA GAVIRIA y dieron muerte al agente activo de la Policía Nacional JOSÉ FERNANDO VÉLEZ RENGIFO, quien ejercía como conductor y guardaespaldas.

3.- Que una vez hecha cautiva, la trasladaron en un vehículo Mazda rojo de placas VLJ-928, y su cuerpo fue hallado sin vida a un lado del citado vehículo que dejaron abandonado sus secuestradores.
4.- Que ese grupo insurgente había estado concentrado a efectos de planear los pormenores del crimen, en una vivienda del barrio “El Campestre” de Dosquebradas, sitio en el cual había sido visto parqueado durante varios días el citado vehículo Mazda rojo.
5.- Que una vez ejecutado el secuestro, la señora LILIANA GAVIRIA iba a ser trasladada al Municipio de Santa Rosa de Cabal, concretamente al parqueadero denominado “Paragüitas”, con el fin de introducirla en una caja metálica debidamente organizada para mantenerla inmóvil y con suministro de oxígeno dentro de un camión Turbo de placas SQK-151, y de esa forma desplazarla a un lugar seguro.
Como se aprecia, está por fuera de toda controversia y no ha sido tema objeto de este recurso, incluso como consecuencia de las estipulaciones llevadas a cabo entre las partes, la real consumación del plural Homicidio, el Secuestro Extorsivo y la Rebelión. Lo que la defensa pone en tela de juicio, es la vinculación de su cliente JOSÉ OMAR ASTUDILLO GUTIÉRREZ, es decir, que a su entender no existe prueba contundente en el plenario acerca de que su representado pertenezca al mencionado grupo insurgente y que hubiese hecho algún aporte para el logro de esos objetivos. Sin embargo, aclara, si se diera por probado que sí existió una ayuda de su prohijado al mencionado grupo, eso daría lugar a sostener una mera complicidad y no la coautoría impropia que se anuncia.
Parte el letrado de sostener que el único pecado de ASTUDILLO fue figurar como propietario del camión en el cual se armó la caleta para trasladar a la señora LILIANA GAVIRIA, y que todo lo demás que se afirmó en el juicio es mera imaginación de la Fiscalía y del Juez sentenciador.
Luego de un detenido análisis del material probatorio y de la evidencia física introducida al Juicio, el Tribunal llega a estimar que el material disponible, tanto en prueba directa como indirecta o indiciaria, permite arribar a una sola conclusión: ASTUDILLO GUTIÉRREZ está vinculado a estos resultados delictivos no por el simple hecho de ser propietario de un vehículo, sino por haber tomado parte activa en la ejecución de estos delitos como integrante del citado grupo subversivo. Para llegar a esa conclusión se tiene:
- Según estipulación probatoria realizada no en la audiencia preparatoria sino al comienzo del juicio oral, se dio por probado que las huellas de origen dactilar que aparecen en el contrato de compraventa del camión de placas SQK-151, corresponden a JOSÉ OMAR ASTUDILLO y a RUBÉN ZAPATA ÁLVAREZ; además, se aceptó que éste individuo ZAPATA ÁLVAREZ tiene una identidad diferente porque su verdadero nombre es ARMANDO HERMOSA TOVAR, es decir, una de las personas que pertenecen a la Teófilo Forero y que ocupó la casa que fue alquilada en Dosquebradas por el ya sentenciado JAVIER AUGUSTO RENDÓN BENJUMEA. Qué significa lo anterior, pues nada más ni nada menos que el referido contrato es falso por haberse celebrado con una persona que tenía alterada su identidad; pero además, que quien se hizo pasar como supuesto comprador es persona con un compromiso directo en este crimen al ser también acusado por la Fiscalía en calidad de coautor.
- La finalidad de ese contrato de compraventa, no era otra que ocultar el verdadero origen del rodante en caso de ser descubierto el crimen por las autoridades. Es que, precisamente, cuando los oficiales llegaron a la casa del aquí procesado en Cali (Valle), éste hizo saber que ya sabía a qué iban y que ahí les presentaba la carpeta con la documentación del camión en donde se hacía constar que ya lo había vendido cuando el delito se cometió. De allí se pudo establecer, que el documento no fue elaborado en el mes de enero del presente año, como fue lo asegurado, sino en el mes de abril, esto es, por las calendas en que se llevó a cabo el secuestro y ulterior homicidio de LILIANA GAVIRIA. Así se detectó por el estudio del color de la tinta utilizada en las huellas y por el orden que tenían esos contratos en el archivo que acostumbraba llevar el tramitador JOSÉ ENRIQUE CHAVARRIAGA.
 A lo anterior se agrega, el hecho ya estipulado por las partes, según el cual, efectivamente el señor ASTUDILLO, con posterioridad a la ocurrencia de estos acontecimientos, adelantó gestiones en “Auto Pacífico y Calimadiesel” para la compra de un nuevo vehículo de similares características al aquí involucrado, ofreciendo a cambio la entrega de aquél que supuestamente ya había vendido.
- Pero no se limitó su acción a la celebración de este contrato con la citada persona y con el mencionado fin, sino que, existe prueba contundente en cuanto a que ASTUDILLO GUTIÉRREZ también permaneció en la casa de habitación utilizada como centro de operaciones en compañía de los restantes individuos comprometidos en esta ilicitud. Así lo dio a conocer la menor DANIELA SÁNCHEZ GAVIRIA,
 hija de los dueños del inmueble que ocupaban la segunda planta, quien no duda en señalarlo como uno de los integrantes del grupo habida consideración a su contacto directo con estas personas, como quiera que sostuvo relaciones amorosas con uno de ellos. 
- Tampoco se redujo su accionar a suscribir el ficticio contrato con persona inapropiada y compartir con esta el referido inmueble, sino que, fue también visto en el parqueadero “Paragüitas” en dos momentos cruciales: armando en compañía de otros la jaula en donde sería introducida la secuestrada y posteriormente al retirar el camión de ese parqueadero con rumbo desconocido tan pronto se supo que el plan había fracasado. Así lo manifestó en forma clara y contundente el señor JOSÉ GREGORIO GONZÁLEZ GUTIÉRREZ,
 en su condición de administrador de ese parqueadero.
Como bien se observa, no es la simple aparición de JOSÉ OMAR ASTUDILLO como propietario inscrito en Tránsito de ese automotor, lo que sirve para vincularlo a este procesamiento. Más bien, fue su compromiso directo con los actos de preparación, ejecución, consumación y hasta ocultamiento de la ilicitud, lo que dio lugar a su condena.
Ha querido la defensa, en su noble función, hacer resaltar todos aquellos aspectos que pudieran considerarse oscuros en el plenario en orden a aniquilar la contundencia de lo antes dicho. De ese modo, hace notar que la testigo ONAIRA JAZMÍN COMETA REYES, en su condición de reinsertada de ese grupo insurgente, no sólo ha rendido un testimonio dudoso al provenir de quien está siendo protegida por el Estado, sino que, de manera enfática sostuvo que no conocía a JOSÉ OMAR ASTUDILLO y que por lo mismo no podía asegurar que se tratara de uno de los integrantes de las FARC comisionado para la ejecución del crimen. 
Para contrarrestar la afirmación defensiva, han salido al paso múltiples argumentos que para el Tribunal son atendibles: (i) que es verdad que ella no mencionó a ASTUDILLO como integrante del grupo, pero también lo es que la misma COMETA REYES puso de presente que existe también una milicia urbana que se encarga de la logística y cuyos integrantes son desconocidos para ella; (ii) que varias de las personas que participaron en este hecho y que ya están condenadas, tampoco fueron señaladas por ONAIRA COMETA, sin que por esta razón pueda ahora negarse que hacen parte del grupo insurgente. Es que, de hecho, necesariamente hay que concluir que los copartícipes en este delito fueron muchos más de aquellos pocos mencionados por la testigo ONAIRA,
 como quedó demostrado en los resultados de la investigación; y (iii) que es verdad que se trata de una testigo vinculada al programa oficial de protección, pero de allí no se sigue que esté mintiendo; por el contrario, ha sido de tan vital importancia su relato para el descubrimiento de la verdad, que surgió la necesidad de brindarle protección habida consideración al grave riesgo que corre su vida por atreverse a declarar. Así las cosas, es necesario concluir que la protección de la que es objeto surgió como una consecuencia de su relato, pero no es la causa del mismo.

Para rematar, se tiene que las pruebas allegadas por la defensa no ofrecen información alguna que pudiéramos tener de presente a efectos de desvirtuar la acusación; antes bien, corresponde decir que no es verdad que el día de este insuceso -27 de abril- era la fecha del cumpleaños de la esposa del hoy acusado, señora MARTHA MILENA MARTÍNEZ MEJÍA, y que por ese motivo se encontraba a su lado y no podía estar al mismo tiempo en la ejecución del delito. Y no es verdad porque según el Registro Civil de nacimiento que hizo parte de la estipulación probatoria entre las partes, ella nació el día veinte (20) de abril de 1958. No obstante, así diéramos por demostrado que para esa fecha se le estaba celebrando su cumpleaños, o que debió estar ASTUDILLO atendiendo su enfermedad, es lo cierto que tal y como estaba planeado el hecho, no se requería de la presencia física de él en el escenario del crimen, puesto que ya se tenía contactado un conductor para el camión, no otro que GERARDO RIAÑO AGUIAR persona que ya se encuentra condenada por esta ilicitud.
Conclusión: no es el simple hecho de figurar como propietario inscrito de ese camión lo que realmente vincula al procesado a esta actuación, sino su interrelación con el citado grupo.

3.1.- Grado de participación
Establecido lo anterior, resta precisar cuál es ese grado de participación del aquí acusado JOSÉ OMAR ASTUDILLO, si el mismo corresponde al de un coautor como lo aseguran Fiscal, Procurador y Juez, o si, por el contrario, a él se le debe atribuir una mera complicidad en el hecho como lo sustenta el señor defensor.

Para definir esta situación que plantea con buen tino el señor Defensor, esto es, si al procesado ASTUDILLO se le puede tener como un cómplice y no como un coautor, la Sala hará uso de tres jurisprudencias de la Sala de Casación Penal que consideramos esclarecedoras del real alcance de esas figuras y los tenues límites que las separan. 

Antes de extraer sucintamente los apartes más relevantes de esos importantes pronunciamientos, dejaremos como premisa el siguiente enunciado: el acuerdo previo o concomitante de voluntades, así como la contribución previa, concurrente o posterior a la ejecución del ilícito, son elementos importantes mas no suficientes para distinguir la coautoría de la complicidad. Además de esos presupuestos básicos, el Juez está obligado a hacerse en cada caso estos dos interrogantes: (i) cuál fue en definitiva la importancia del aporte y (ii) si ese aporte estuvo o no estuvo unido finalísticamente al de los demás copartícipes.
Las palabras que utilizó la Corte en esas oportunidades para dilucidar estos dos últimos planteamientos, fueron en su orden:

A. SENTENCIA DEL 22 DE MAYO DE 2003, RADICADO 17.457:
En principio, pareciera que la acción u omisión de esta especie de partícipes no se adecua al tipo penal. Si el hecho punible fue consumado por otra persona -se argumenta-, no resulta razonable atribuirle la calidad de autor a quien presta una ayuda posterior al directo realizador de la conducta. Lo sensato –se piensa- es asimilar su actuación, por cuanto no fue esta persona la que realizó el verbo rector del supuesto legal, a la del cómplice.

Basta, sin embargo, para despejar el equívoco y dejar en claro la objetividad legal de la distinción, precisar, en uno y otro caso, si el actor se halla ligado finalísticamente o no a la realización de la conducta. En la primera hipótesis, cuando brinda colaboración posterior a un hecho punible del cual hace parte, por razón de su compromiso objetivo y subjetivo con sus resultados, se trata de un coautor. Pero si esa ayuda es de mera coadyuvancia externa a los fines de los integrantes de la empresa común, despojada de alianza anímica con los propósitos últimos de sus autores directos, quien así actúa es cómplice del hecho punible
B. SENTENCIA DEL 21 DE AGOSTO DE 2003, RARIDACIÓN 19.213:

En lo subjetivo […] la persona debe sentir que cumple tareas en interdependencia funcional. En lo objetivo, se deben […] dirigir a la misma finalidad con un comportamiento esencial (…) Y por conducta esencial se entiende: primero, que sin ella es imposible cometer el hecho; o, segundo, que si una de las personas se opone o entra en divergencia con las otras, puede hacer fracasar el plan, molestarlo o variarlo en su desarrollo; o, tercero, que la intrusión de las personas no debe ser meramente casual, accidental o secundaria.

C. SENTENCIA DEL 17 DE AGOSTO DE 2005, RADICACIÓN 21.382:

En todo caso, por la forma como ocurrieron los hechos, la sincronizada actividad de los tres grupos que intervinieron en la realización de las conductas ilícitas revela el acuerdo previo de todos los integrantes de la empresa criminal, elementos de la coautoría impropia prevista en el inciso 2º del artículo 29 del Código Penal a los que se agrega la importancia del aporte, pues es claro que los señores XXX estaban finalísticamente vinculados al acontecer delictivo en desarrollo del cual realizaban un hecho propio aunque limitado al papel que les correspondió cumplir, dada la especial circunstancia de disponer de un lugar apto para guardar la mercancía hurtada. 

Por todo lo expuesto, debemos preguntarnos: (I) ¿cuál fue la importancia del aporte realizado por ASTUDILLO GUTIÉRREZ; se trató de uno en verdad importante, sustancial, o por el contrario, se trató de un aporte, casual, accidental o secundario?; y (ii) ¿estaba él vinculado finalísticamente mediante una alianza anímica común a todos los demás copartícipes?

Para responder lo primero, debemos reflexionar acerca de si la no contribución de su aporte podía perjudicar seriamente el resultado, o mejor, si en caso de desistir de esa ayuda, haría fracasar, molestar o variar en su desarrollo el crimen. A este respecto nos parece contundente decir que a la señora LILIANA GAVIRIA no se le podía dejar en la misma zona el secuestro, era indispensable para el grupo su salida inmediata de esta región por dos circunstancias obvias: la primera, que era elemental suponer que los esfuerzos de las autoridades se iban a redoblar en este caso y se iba a realizar lo que se conoce como operativo envolvente a efectos de reducir el perímetro de la operación de rescate; lo segundo, que para el grupo insurgente era prioritario llevar a la secuestrada hasta una de las zonas estratégicas donde ejercen dominio en el territorio Nacional. Por esas dos razones potísimas, la preparación de un camión con una jaula humana era de vital importancia para no hacer fracasar el plan criminal, razón por la cual no podía dejarse al azar, ni surgir de manera ocasional, accidental o supletoria.

Para responder a lo segundo, sobran razones de peso en orden a pregonar que ASTUDILLO GUTIÉRREZ era persona vinculada en forma directa y permanente con la preparación y ejecución de este reato. Su actuación no fue aislada, se le vio compartiendo uno de los inmuebles en donde se hallaba alojado temporalmente el grupo, precisamente desde donde se hizo la planeación en el Municipio de Dosquebradas. Entre él y las personas que se sabe de primera mano son integrantes de la columna Teófilo Forero de las FARC (como lo dicen los testigos y lo admite la defensa por ser un hecho contundente en el plenario), existió una relación de confianza, tanto, que realizó un contrato ficticio en orden a ocultar la procedencia de ese vehículo en caso de llegar a fracasar el plan, lo que implicaba ponerse de acuerdo en sus términos.

Nótese por tanto, que si la aparición de ese automotor era principal a los fines deseados y si la confianza existente entre los copartícipes era evidente, no se podría llegar a concluir que el aporte de ASTUDILLO puede asimilarse al que hace un extraño en hecho ajeno, sino más bien, el que realiza un integrante del grupo como su aporte esencial hacia el logro de un resultado común. Inclusive, qué hubiese pasado en esas condiciones, si ASTUDILLO en un momento crucial de la operación retira inconsultamente el camión del lugar previamente establecido (parqueadero “Paragüitas” en Santa Rosa), pues a no dudarlo que bien difícil le resultaba al grupo conseguir a esa altura del trabajo criminal otro camión y otra caja metálica con todas las especificaciones que la encontrada poseía, sin la consiguiente posibilidad de sacar a la secuestrada del radio de influencia policial. 

Segunda conclusión: JOSÉ OMAR ASTUDILLO cumple las exigencias de coautor y se encuentra excluido de las reglas que orientan la figura de la mera complicidad.
3.2.- Punibilidad

Sobre este tema, dos puntos específicos debate el señor defensor: (i) la violación al principio de non bis in idem, y (ii) la existencia de una acumulación aritmética en vez de una acumulación jurídica de penas como corresponde en el concurso de hechos punibles. Cada uno de ellos los analizará la Sala en forma independiente.

3.2.1.- Violación al principio de non bis in idem o prohibición de doble agravación.

En decisión adoptada por este Tribunal el pasado veinticuatro (24) de Octubre, dentro de este mismo proceso pero con relación a otro de los acusados que se acogió a terminación anticipada del proceso, se dijo sobre este particular asunto lo siguiente:
“El señor Defensor en su intervención hizo un comparativo entre la condena por el Homicidio Agravado y el Secuestro Extorsivo Agravado, para inicialmente advertir acerca de la causal de agravación consistente en tratarse de un servidor público, y posteriormente a la agravación por muerte de la persona en cautiverio.

Con respecto a la primera opción, esto es, por tratarse de servidor público, encuentra el Tribunal que ningún problema de violación al non bis in idem existe, como quiera que la calidad de servidor público sirvió a la Fiscalía para agravar únicamente el Homicidio en la persona del oficial de la policía que ejercía como guardaespaldas de la señora LILIANA GAVIRIA, pero no se tomó esa misma calidad para agravar el secuestro extorsivo de conformidad con el numeral 11 del artículo 170 del Código Penal modificado por la Ley 733 de 2002 en su artículo 3º; así que por este aspecto no ha existido infracción a principio alguno. 

En lo que sí le asiste total razón al señor Defensor y el Tribunal debe respaldar su afirmación, es en la duplicidad de sanción que se impuso cuando a su representado RIAÑO AGUIAR se le agravó el secuestro extorsivo con fundamento en la causal 10 del citado artículo 170 del C.P., es decir: “cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevengan a la víctima la muerte o lesiones personales”, y simultáneamente se le condenó por el Homicidio en la persona de LILIANA GAVIRIA. 

Aparentemente, la situación que se ha presentado podría estar inmersa en la figura del delito complejo, entendiendo por tal: el hecho que está compuesto por varios comportamientos, cada uno de los cuales cuenta con una tipificación independiente, pero que, por voluntad del legislador, quedan inmersos dentro de una sola figura delictuosa, suprimiendo de esa forma su individualidad. Es el caso del hurto calificado con violencia contra las personas, o por penetración arbitraria en lugar habitado. Se suprime la posibilidad de un concurso efectivo por cuanto uno de los delitos comprende en su descripción a otros o están como agravantes del mismo, con lo cual, se convierte uno de ellos en elemento integrante o en una mera circunstancia del principal. 

Igualmente, podría pensarse en una consunción en la forma de acto posterior impune o copenado, que también opera por mandato legal y por medio de la cual: una norma incluye o consume el desvalor que otra representa. 

Sin embargo, ninguna de esas figuras encuadra en el caso que nos ocupa, por cuanto en realidad el homicidio no está comprendido como una circunstancia de agravación del Secuestro Extorsivo, dado que la agravación a la que se refiere el citado numeral 10 del artículo 170, no presupone el homicidio, solo la muerte de la persona en cautiverio, que es diferente. En otras palabras, el legislador no está agravando el secuestro cuando durante el cautiverio el secuestrador se convierte en homicida, sino cuando, por causa o con ocasión del plagio la persona fallece, así este resultado no sea atribuible a una acción homicida. 

Así las cosas, si la muerte es producto de un homicidio, el concurso entre este y la agravación del secuestro son totalmente incompatibles.

Para ahondar en razonamientos, recordemos que esta causal de agravación en el secuestro la contempló inicialmente el artículo 270 numeral 11 del Código Penal de 1980, posteriormente fue suprimida por la Ley 599 de 2000 y más tarde nuevamente recogida por la Ley 733 de 2002 que ahora se quiere aplicar. La doctrina ha sido crítica con el legislador por considerar que la imposición de ese tipo de agravantes conlleva serios reparos en la dogmática jurídica, como se observa en el autorizado criterio del tratadista Pedro Alfonso Pabón Parra en su obra Comentarios al Nuevo Código Penal Sustancial
:

‘Sin duda los reiterados trabajos legislativos que en la pasada década se adelantaron en relación con el delito de secuestro, no obstante los movimientos pendulares que manifiestan inestabilidad e improvisación criminológica, han rendido frutos de decantamiento y perfeccionamiento en su comprensión dogmática estructural. Es así como acertadamente el nuevo Estatuto suprime las causales de agravación referentes al sometimiento del sujeto pasivo a dolores o padecimientos físicos o morales (…) dejando plenamente vigente la posibilidad del concurso simultáneo y heterogéneo con el delito de tortura, la consagración de la agravante especial eliminaba dicha posibilidad concursal (…). De igual forma la supresión del sometimiento de la víctima a violencia sexual, hace posible el concurso con toda la gama de delitos atentatorios de la libertad e integridad sexuales (…) Con el mismo acertado fundamento se eliminó como causa de agravación específica la muerte o lesiones personales el secuestrado, producidas “por causa o con ocasión del secuestro” (…) a este respecto manifestamos: “Si con ocasión del secuestro sobrevienen a la víctima la muerte o lesiones personales, la pena se agravará; es de entender que la agravante operará cuando la causa de la muerte o lesión no es la actividad del secuestrador, sino la misma circunstancia del secuestro, de lo contrario se estaría consagrando un tipo privilegiado de homicidio” (Pabón Parra, Manual de Derecho Penal, Partes General y Especial, p. 514); estas excepcionales exigencias dogmáticas hacen impracticable la figura, debiéndose, en recta interpretación, derivar siempre el concurso simultáneo y heterogéneo con los delitos de Homicidio o lesiones personales, según el caso, amén de las peligrosas discusiones doctrinales y jurisprudenciales en las que se podía plantear la exclusión concursal y consiguiente aplicación agravada en desarrollo de los principios de non bis in idem y de favorabilidad, todos planteamientos que reafirman el acierto de la supresión’.
En conclusión, hay que entender que cuando la causal 10 del artículo 170 agrava el secuestro extorsivo por la muerte de la víctima en cautiverio, no se debe tratar de una muerte ocasionada dolosa, culposamente o preterintencionalmente por el secuestrador, sino de una muerte surgida con o por razón del cautiverio. Si es lo primero, estaríamos ante un concurso heterogéneo de Homicidio y Secuestro extorsivo pero sin agravante; si es lo segundo, dígase v.gr. la persona que fallece de un infarto a consecuencia del impacto emocional que le produce su secuestro, estaríamos en presencia de una agravación del secuestro pero sin concurso con Homicidio. Como en el caso que se juzga ocurrió lo primero y no lo segundo, es el concurso el llamado a aplicarse sin dar lugar a la agravación que rechaza la defensa, con razón, por infringirse el postulado prohibitivo del non bis in dem.”
No obstante la claridad de lo aseverado en esa ocasión, en el caso que ahora se juzga Fiscal y Procurador insisten en replantear el tema para indicar que no hay violación del citado principio y que no se debió excluir la agravante del secuestro. Pues bien, esta Sala de Decisión ha vuelto a revisar el punto y encuentra que los citados intervinientes no indican en dónde está el error del Tribunal como para decir que existió una equivocada apreciación, o que la doctrina autorizada que se ha traído a colación no tiene fundamento. Se afirma solamente, que en su criterio los delitos son autónomos y que esa circunstancia de agravación en el secuestro es importante desde el punto de vista político criminal para combatir la delincuencia; pero ocurre, que esta Corporación en momento alguno ha afirmado lo contrario. Veamos:

Desde luego que el secuestro extorsivo agravado es autónomo frente al Homicidio, pero no por eso deben necesariamente concurrir. Nadie puede negar, por ejemplo, que el delito de Hurto mediante penetración a domicilio ajeno (artículo 340.4  C.P.) es un delito autónomo, al igual que lo es el de Violación a habitación ajena (artículo 189 idem); sin embargo, todos estamos de acuerdo en que no por el hecho de ser autónomos el Juez los debe aplicar simultáneamente en un caso concreto, pues hacerlo así viola indiscutiblemente la regla del non bis in idem. De igual manera, no por el hecho de ser delitos autónomos el de secuestro extorsivo con la agravante de la muerte de la víctima en cautiverio, y el de Homicidio en esa misma persona, el Juez debe aplicar ambos en desmedro de la misma regla de hermenéutica.

En momento alguno hemos dicho, tampoco, que la circunstancia de agravación por la muerte de la víctima no esté vigente y no deba aplicarse, pero el problema es determinar en qué casos esa aplicación es correcta y en qué casos es indebida.
Lo que el Tribunal ha concluido y ahora lo reitera, es que la muerte de una persona no puede ser agravante de un delito y a su vez fundamento simultáneo de otro delito independiente. O es lo uno o es lo otro, pero no las dos cosas al mismo tiempo. Siendo así, la muerte de una persona en cautiverio sí debe ser agravante del secuestro, salvo que esa muerte sea el producto de un homicidio a manos del secuestrador, porque entonces, lo que debe primar es el homicidio y no el agravante del secuestro.

En esos términos, la pena impuesta al acusado ASTUDILLO GUTIÉRREZ, debe volverse a tasar habida consideración a que la ausencia del agravante en el Secuestro implica que ya este delito no es el de mayor gravedad para efectos de dosificar el concurso. El delito que debe pasar a servir de referente es el del Homicidio Agravado.
3.2.2.- Imposición indebida de pena en el concurso por elegirse una acumulación aritmética en vez de la acumulación jurídica llamada a aplicarse.

En este tópico, la Sala igualmente retoma lo dicho en ocasión anterior:

“Por obvias razones, aquí no se ha aplicado ninguna acumulación material o aritmética de penas, como lo refiere la Defensa, en este aspecto no se consideran desproporcionados los incrementos que por razón del doble homicidio agravado hizo el señor Juez de la causa. Téngase en cuenta que un solo homicidio agravado en la actual legislación, es decir con la Ley 890 de 2004 incluida, se sanciona con una pena que va de 33.3 años a 60 años, así que, el hecho de que el fallador haya optado por un incremento de apenas 10 años por cada uno de los homicidios, no puede considerarse desproporcionado, mucho menos cuando se sabe de las graves connotaciones de los homicidios que aquí fueron ejecutados”
Por todo lo expuesto, el Tribunal procederá a hacer la redosificación de la pena que corresponde respetando los parámetros de la primera instancia como es nuestro deber al decir de la actual jurisprudencia
. Así se tiene:

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 del Código Penal, por tratarse de un concurso de conductas punibles, se partirá del delito con pena más grave, en este caso, el Homicidio Agravado cometido en la persona del Agente de la Policía Nacional JOSÉ FERNANDO VÉLEZ RENGIFO, por cuanto se presentaron dos (2) circunstancias específicas de agravación (homicidio como medio para asegurar el secuestro; y, tener la víctima la calidad de servidor público -numerales 2 y 10 del artículo 104 ejusdem-). En tal caso, la pena, incluida la modificación hecha por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, como se mencionó antes, oscila entre 33,33 y 60 años, es decir, desde 400 hasta 720 meses de prisión. Con tales límites que nos proporcionan un ámbito de movilidad de 320 meses, establecemos los siguientes cuartos:

	Cuarto mínimo
	Primer Cuarto Medio
	Segundo Cuarto Medio
	Cuarto Máximo

	400m – 480 m
	480 m 1 d – 560 m
	560 m 1 d – 640 m
	640 m 1 d – 720 m


En el presente evento, no le fue deducida por la Fiscalía al implicado ninguna circunstancia específica de mayor punibilidad (art. 58 ibidem), pero si se advierte una de menor punibilidad en virtud de la ausencia de antecedentes (art. 55.1.), por tanto, en atención a lo dispuesto en el inciso 2º del dispositivo 60 Código Penal, es imperativo para el Tribunal ubicarse en el cuarto mínimo. En consonancia con lo decidido en la primera instancia, en cuanto se apartó del límite punitivo inferior, al realizar un incremento equivalente
 por razón de la gravedad y la modalidad del hecho, se tiene que la pena por este delito es del orden de 407 meses de prisión.

Se procede a realizar los incrementos por el concurso heterogéneo de conductas, para lo cual la Sala también acoge el criterio esbozado por el fallador de primer grado en cuanto adicionó diez (10) años por el homicidio de la señora LILIANA GAVIRIA TRUJILLO (recuérdese que para efectos del concurso, ambos homicidios conllevaron una pena de diez -10- años cada uno). 

Frente al delito de secuestro extorsivo, cuya sanción va desde 320 a 504 meses (entre 26.66 y 42 años), tiene en cuenta la Sala que al cotejar su pena con la del homicidio agravado, que como ya se vio oscila entre 400 y 720 meses de prisión (33.33 y 60 años), su diferencia es de un 25%. Significa lo anterior que comparada la pena del secuestro extorsivo con la del homicidio agravado, ésta es más gravosa en un 25 % respecto de aquél. En ese orden de ideas, si por el otro homicidio agravado también se aumentó la cantidad de diez (10) años, guardadas las proporciones respecto del concurso, por el secuestro extorsivo se debe aumentar 7,5 años más
.

Finalmente, por cuenta del delito de rebelión, se adicionan los referidos dos (2) años, con lo cual la pena total (407 + 120 + 90 +24) es del orden de 641 meses de prisión, es decir, la PENA DEFINITIVA se fija en CINCUENTA Y TRES (53) AÑOS Y CINCO (5) MESES DE PRISIÓN. 
Como quiera que los delitos de secuestro extorsivo y rebelión tienen aparejadas penas de multa, para la fijación de su monto acudimos a lo dispuesto en el artículo 39.4 in fine, por tanto, serán sumadas. Muy a pesar de echarse de menos en la sentencia apelada un análisis al respecto, toda vez que solamente se consignó el valor total de la multa en la parte resolutiva, la Sala para este evento tomará los valores inferiores de esa sanción pecuniaria, es decir, 2000 s.m.l.m.v por el secuestro extorsivo y 100 s.m.l.m.v. por la conducta atentatoria contra el régimen constitucional y legal, cuya sumatoria: 2.100 s.m.l.mv. será la finalmente impuesta. 
En esos términos, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado, en cuanto a través de ella condenó al acusado JOSÉ OMAR ASTUDILLO; pero, la MODIFICA en el sentido de eliminar la circunstancia de agravación del Secuestro Extorsivo. En consecuencia, la pena que en definitiva debe purgar en centro penitenciario el justiciable, será equivalente a CINCUENTA Y TRES (53) AÑOS Y CINCO (5) MESES DE PRISIÓN, Y MULTA POR VALOR DE DOSMIL CIEN (2.100) S.M.L.M.V. La decisión de primer grado se confirma en todo lo demás.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
             JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

                                      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. a ese respecto la intervención del perito grafólogo y documentólogo LUIS AURELIO SÁNCHEZ ROJAS, visible al comienzo de la Parte 6 del Juicio Oral según los registros de grabación; lo mismo que la narración ofrecida por el tramitador JOSÉ ENRIQUE CHAVARRIAGA obrante a los 59:30 de la parte 6 del Juicio Oral.


� Cfr. su testimonio obrante a las 12:50, tiempo de grabación de la parte 7 del Juicio Oral, en el cual expresó que sostuvo un noviazgo con “Tito” y que conoció allí a ASTUDILLO a quien se lo presentaron como tío de “Rubén” a quien posteriormente le conoció su verdadero nombre (Armando Hermosa Tovar). Dijo igualmente, que ASTUDILLO permaneció en esa casa por espacio de dos (2) días, según se aprecia al minuto 25:00 de la parte 7 del Juicio Oral.


� A las 33:50 horas de grabación de la Parte 14 del Juicio Oral, aparece este testigo dando a conocer que ASTUDILLO fue una de las personas que en compañía de dos hombres y una mujer fueron a armar la caleta en el camión, igualmente, que después fue este mismo personaje en compañía de NORBEY GARCÍA (ya condenado por estos mismos hechos) a retirar ese camión del parqueadero.


� Esta testigo declara al comienzo de la parte 8 del Juicio Oral y dijo entre otras cosas, que permaneció en esa columna de la FARC al mando de James “Pata mala” y supo que éste había enviado a Edgar Cañas Piedrahita, a “Vanesa”, al “enano” y a alias “Pavo”, para realizar este hecho en Pereira. Igualmente escuchó cuando el compañero “alias Fercho” hizo el comentario que la habían “embarrado” porque debían secuestrar a la señora Liliana y no matarla. Aclaró asimismo, que uno de los integrantes de ese grupo subversivo era Albeiro “alias el negro miel” cuyo verdadero nombre es Armando Hermosa Tovar.


� Citado por LÓPEZ MORALES, Jairo, Nuevo Código Penal, Tomo II, Segunda Edición, Ediciones Doctrina y Ley, 2002, Bogotá D.C. , pg. 33 s.s.


� Cfr. Sentencia de Tutela de 1ª instancia del 25-04-2006, Rad. 25938, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Se aumentaron 8 meses a los 448 meses del límite inferior, lo que equivale a decir que se presentó un incremento punitivo del 1.79 %. En este caso, al ser el extremo inferior de 400 meses, aplicado tal aumento, nos da como resultado: 400 X 1.79% = 407 meses.





� Se toma como base la pena de diez (10) años, equivalente a 120 meses, así tenemos que restado un porcentaje del 25 %, se obtiene una sanción de 90 meses (7.5 años).
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